
EL DERECHO DE f'AMILIA EN LA CONSTITUCIóN 
ESPA¡ljOLA DE 1978, Y SU REPERCUSIóN 

EN EL CóDIGO CIVIL 

Por el doctor Diego EsPÍN CÁNOVAS 
Catedrático de Derecho civil en la 
Universidad Complutense de Ma­
drid y Magistrado del Tribunal Su­
premo 

SUMARIO: I. Orientaciones constitucionales sobre el Derecho de familia. 
2. El matrimonio y sus formas de celebración. 3. Separación y disolución 
del matrimonio. 4. Equiparación jurídica conyugal. 5. La no discrímina­
ción de los hijos por su filiación ni de las madres por su estado civil. 
6. Mayoría de edad. 7. Protección a la familia. 8. Protección a la infan­
cia. 9. Acuerdo de 3 de enero de 1979 entre el Estada español y la Santa 
Sede sobre asuntos jurídicos. 

l. ORIENTACIONES OONSTITUCIONALES 

SOBRE EL DERECHO DE FAMILIA 

La aprobación de la Constitución española afecta de modo impor­
tante al Derecho familiar español en muy variadas materias como son, 
el matrimonio y su forma de celebración y disolución, las relaciones 
conyugales, la filiación, la emancipación por la nueva mayoría de edad. 
En estas materias los principios inspiradores implican un cambio fun~ 
damental respecto a la orientación hasta ahora vigente, Así el matrimo· 
Dio civil, no podrá depender de ninguna declaración de aconfesionali­
dad, las relaciones de patria potestad tampoco pueden discriminar a la 
mujer en su ejercicio, la filiación no puede suponer discriminación 
entre los hijos según sean habidos dentro o fuera de matrimonio, ni la 
maternidad según el estado civil de la madre. 

Estas orientaciones implican una necesaria reforma del Derecho fami­
liar principalmente del Código civil, reforma que en parte se encuentra 
en trance de realizarse. Así el Gobierno ha remitido ya a las Cortes un 
Proyecto de Ley sobre reforma del Código civil en materia de patria 
potestad (Boletín Oficial de las Cortes de 15 de septiembre de 1978), y 
otra sobre régimen económico-matrimonial en el Código civil (Boletín 
Oficial de las Cortes de 4 de octubre de 1978). También en el Consejo 
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746 DIEGO ESPlN C¿NOV AS 

de Ministros del día 10 de noviembre de 1978 se aprobó un Real De­
creto-ley por el que se rebaja la mayoría de edad a la de dieciocho años 
con la modificación de los correspondientes artículos del Código civil 
y del Código de comercio. 

Es pues evidente la modificación que la aprobación constitucional 
implicará para el Derecho familiar español, en breve plazo, para aco­
modarlo a las declaraciones de la Constitución. A continuación expon. 
dremos las declaraciones constitucionales con incidencia más directa en 
el Derecho familiar con algunas referencias a las modificaciones que 
imponen en el Código civil. 

2. EL MATRlMQNIO y SUS FORMAS DE CELEBRACIÓN 

El texto constitucional reconoce expresamente el derecho a contraer 
matrimonio lo que equivale al reconocimiento de la institución matri· 
manía!. Después de algunas variaciones en las discusiones parlamentarias 
el artículo 32. núm. 1 dispone: 

"El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con 
plena igualdad jurídica". 

Al reconocimiento de la institución matrimonial se añade- una nota 
que se estima esencial en el orden jurídico, la plena igualdad jurfdica 
de los cónyuges. A esta igualdad aludiremos después más ampliamente. 

El mismo artículo 32 dedica el número 2 a remitir a la ley los prin­
cipales temas matrimoniales. de forma esquemática: 

"La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para 
contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separa­
ción y disolución y .us efectos". 

La regulación matrimonial remitida a la ley ordinaria comprende los 
siguientes aspectos:. formas de celebración, requisitos. relaciones pers~ 
nales de los cónyuges, causas de separación y disolución. Nos ocupamos 
ahora de las formas del matrimonio, 

La Constitución volviendo a la tradicional denominación de "formas· 
del matrimonio" se separa de la modificación terminológica introdu~ 

cida en el Código civil por la ley del 24 de abril de 1958 que la subs­
tituyó por la de clases de matrimonio. 

Las formas de matrimonio plantean la cuestión del llamado sistema 
matrimonial o sea la determinación por la ley de la autoridad compe­
tente para intervenir en la celebración del matrimonio, para que este 
surta efecto legal. Es bien sabida la génesis del artículo 42 del Código 
civil que en su versión originaria adoptó una determinada postura, 
pero que permitió muy diversas y aún opuestas interpretaciones. Pos~ 

teriormente la ya citada ley de reforma del Código civil de 24 de 
abril de 1958, modificó el artículo 42 que todavía sigue vigente, según 
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ESPAÑk CONSTlTUCION }' DERECHO FAMILIAR 747 

el que "la ley reconoce dos clases de matrimonio: el canónico y el 
civil. El matrimonio habrá de contraerse canónicamente cuando uno 
al menos de los contrayentes profese la religión católica, Se autoriza el 
matrimonio civil cuando ninguno de los contrayentes profese la reM 

ligiún católica". 
Una amplia serie de disposiciones administrativas han ido interpre. 

lando el requisito de la no profesión de la religión católica, que el 
artículo 42, tanto en su versión originaria como en la ue la reforma 
de 1958, exigió. La última de estas interpretaciones se contiene en el 
R, Decreto de lo, de diciembre de 1977 que modificó diversos artículos 
del Reglamento del Registro civil, y entre ellos el ~45 en los siguientes 
ti'nninos: 

"La prueba de que no se profesa la religión católica se efectuará 
mediante declaración expresa del interesado ante el Encargado". 

Frcnte a anteriores exigencias sobre la prueba de la acatolicidad o 
de la comunicación al Párroco sobre el abandono de la Religión ca­
tólica (Decreto de 22 de mayo de 1969 reformando el originario texto 
del artículo 245 del Reglamento del Registro civil), la última reforma 
llevada a cabo por el R, Decreto de lo, de diciembre de 1977 se limita 
a exigir una declaración de no profesión de la religión católica, de­
claración q llC deberá ser expresa y realizada ante el Encargado del 
Registro civil. La E. de M. de la refonna de 1977 indica como razones 
de la supresión en el expediente de matrimonio civil de bautizados, del 
requisito de la comunicación al Párroco del abandono de la religión 
católica, que esa exigencia que no venía "impuesta en rigor por la Ley 
de Libertad religiosa, ni menos con ocasión del matrimonio civil o 
c<lnónico, envuelve una cierta forma de coacción sobre la candencia 
de los contrayentes y, por ende, no debe ser mantenida a la luz de los 
principios que informan la realidad social actual". 

El tema se relaciona Con la posición del Estado frente a las confe­
siones religiosas pues si acepta una determinada Religión como oficial 
es <.;ongruente que ac~pte la fonna religiosa de dicha confesión para la 
válida celebración del matrimonio, mientras que el Estado aconfesio~ 
nal puede adoptar varias posturas partiendo de la validez y eficacia 
legal del matrimonio civil, al asumir la plena competencia sobre la 
regulación matrimonial. La historia del Derecho matrimonial muestra 
ulla extensa serie de posibles soluciones. 

La nueva Constitución al declarar el carácter aconfesional del Estado 
impone ese punto de partida inicial. 

"Ninguna confesión tendrá carácter estatal" artículo 16, núm. 3), si 
bien a continuación se hacen otras declaraciones sobre las creencias reli­
giosas de la sociedad española como después veremos, 

Además de la posición aconfesional del Estado se comprende, entre 
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748 DIEGO ESPlN CANOVAS 

los derechos y libertades enumerados en el Capítulo II del Titulo 1, la 
libertad ideológica y religiosa: 

"Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los indi­
viduos y las comunidades, sin más limitación en sus manifestaciones, 
que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido 
por la ley" (articulo 16, núm_ 1)_ 

Lógica consecuencia de la libertad ideológica y religiosa es el dere­
cho que a continuación se reconoce. según el cual "nadie podrá seT 
obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias (articulo 16, 
núm_ 2)_ 

En virtud de estos principios constitucionales de libertad religiosa 
la regulación del matrimonio no puede depender de una exigencia es­
tatal acerca de la pertenencia o no pertenencia a una determinada 
confesión religiosa, ni tampoco exigirse declaración alguna sobre las 
creencias religiosas. 

Estas nonnas de la Constitución inciden pues directamente 'Sobre el 
planteamiento de las formas de matrimonio. y la competencia estatal 
para su regulación_ Por una parte el matrimonio civil no podrá de­
pender del requisito negativo de no pertenecer a la Religión católica, 
ni tampoco podrá exigirse la declaración de acatolicidad_ La reforma 
del R. Decreto de 10_ de diciembre de 1977, que trata de acomodar 
los requisitos para el matrimonio civil de los bautizados a la "realidad 
social actual", queda muy lejos del texto constitucional pues conforme 
a éste no cabe exigir ninguna declaración de no profesión religiosa 
para celebrar el matrimonio civil. 

La Constitución, por otra parte, remite a la ley ordinaria la regula­
ción de "las fonnas de matrimonio", expresión plural que tiene una 
evidente resonancia en nuestro ordenamiento jurldico, por lo que s-i 
bien el matrimonio civil como propio de la competencia estatal, no 
podrá estar limitado con ningún requisito contrario a la Constitución, 
ésta parece admitir, o al menos no excluye el reconocimiento de otras 
formas matrimoniales, es decir de algunas formas religiosas. 

Esta posibilidad de admisión constitucional de forma religiosa ma­
trimonial con eficacia legal, resulta también favorecida por otro texto 
constitucional: 

"Ninguna confesión tendrá carácter estatal_ Los poderes públicos 
tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y 
mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia 
Oatólica y las demás confesiones" (artículo 16, núm. 3). 

De esta norma cabe deducir la posibilidad de la eficacia legal de 
alguna forma religiosa en la celebración matrimonial y evidentemente 
la más lógica es la correspondiente a la profesión religiosa de la ma­
yoría de los españoles, la Religión católica_ 
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De prevalecer esta posibilidad, indudablemente preferida por una 
gran parte de los españoles, la ley tendría que regular los requisitos 
civiles de los que dependería la eficacia del matrimonio canónico de 
los españoles, siendo indudablemente el requisito de su publicidad a 
través de la inscripción en el Registro civil el requisito esencialmente 
exigible. Este requisito es el tradicionalmetne exigido confonne al 
sistema del Código civil, actualmente en vigor. El modo de efectuar 
la inscripción puede, sin embargo, ser objetivo de una nueva reflexión 
o de varias modalidades. 

Finalmente, debe abordarse el tema de la posibilidad de admitirle 
eficacia legal de otros ritos religiosos distintos de la religión católica, 
tan mayoritaria en el país, para la celebración del matrimonio. Es 
una cuestión de apreciación según las circunstancias de cada momento 
en el sentido de que, si bien en principio nada se opone en el texto 
constitucional a una admisión de dicha eficacia, será preciso que se 
den en un momento dado circunstancias favorables como puede ser 
que exista una comunidad religiosa perteneciente a la confesión de que 
se trate. 

3. SEPARACIÓN y DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO 

Ya hemos visto que el texto constitucional remite a la ley ordinaria. 
con referencia al matrimonio, la regulación de "las causas de sepa­
ración y disolución y sus efectos" (articulo 32, núm. 2). De esta lacónica 
referencia a las causas de separación y disolución del matrimonio no 
cabe deducir conclusiones concretas, lo que no origina ninguna cues­
tión en torno a la separación personal de los cónyuges, sin disolución 
vincular, admitida por el Código civil y también en relación con el 
matrimonio canónico por el Codex iuris canonici. En cambio, puede 
ser más polémica la cuestión acerca de la alusión por el texto consti­
tucional a la disolución del matrimonio; puede pensarse que solo se 
alude al fallecimiento y que junto a este supuesto se induiría la de­
claración de fallecimiento, pero realmente no resulta del contexto 
de la norma que pueda referirse solo a estos supuestos quedando fue­
ra del mismo la contemplación del divorcio vincular; tanto por la 
conjunta referencia a las causas de separación y disolución, como a sus 
efectos, igualmente aludidos de fonna conjunta. Separación y disolu­
ción así enunciados inciden en las dos maneras tradicionales de resol­
ver la crisis conyugal, conservando o disolviendo el vínculo matrimo­
nial. Numerosas leyes tratan conjuntamente ambas maneras de resol­
ver dicha crisis y con frecuencia existe una fuerte conexión entre las 
mismas, ya que la separación puede ser una situación previa al divor­
cio, incluso el único medio causal de obtenerlo; la gran expansión que 
en la época actual alcanza el divorcio vincular no desplaza el interés 
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750 DIEGO ESF'lN CANOVAS 

de la institución separatista de fuerte arraigo canonista en muchos 
países. 

El tratamiento constitucional conjunto de este reenvío a la ley ordi­
naria de las causas de separación y disolución, persuade de la alusión 
no solo a la separación sin ruptura del vínculo sino también a la 
ruptura vincular por el divorcio. 

Pero es difícil ir más allá, en la interpretación del texto constitu­
cional en orden al marco posible de una ley divorcista pues la notIlla 
se limita a las causas y .los efectos de la separación y disolución, sin 
dar mayores precisiones. 

En todo caso, desaparecida la anterior afirmación de rango funda­
mental de que "el matrimonio setá uno e indisoluble" (artículo 22 del 
Fuero de los españoles), la disolución vincular del matrimonio no es 
contraria a ninguna norma constitucional. Está pues dentro de la com­
petencia legislativa ordinaria su admisión y regulación. 

Cuestión. más delicada es la eficacia disolutoria que el Estado pueda 
atribuirse respecto al matrimonio religioso, cuestión en la que hay que 
distinguir por 10 que al matrimonio canónico se refiere, la disolución 
en sí misma y los efectos civiles de dicho matrimonio. Evidentemente 
que el matrimonio canónico solo puede disolverse conforme a las nor~ 
mas de la Iglesia que es la competente para su regulación. En orden 
a los efectos civiles hay que estar a lo concordado entre ambas pote~­
tades, eclesiástica y estatal. 

4. EQUIPARACIÓN JURÍDICA CONYUGAL 

La Constitución proclama el principio de igualdad ante la ley como 
uno de los derechos fundamentales que se contienen en el Capítulo 
II del Título 1: 

"Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer 
discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión. 
opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o saciar' 
(artículo 14). 

La igualdad ante la ley trae como consecuencia la no discriminación 
que expresamente se consigna en el texto constitucional, con referencia 
concreta a algunas circunstancias personales (nacimiento, raza. sexo, 
etcétera) y de modo general a cualquier circunstancia personal o social. 

Es indudable que las relaciones conyugales quedan comprendidas 
en la prohibición de discriminación al constituir una circunstancia per­
sonal. derivada de la diferencia de sexo, pero además resulta incluido 
el sexo entre las circunstancias concretas que son enumeradas por vía 
enunciativa. 

Sin embargo, la transcendencia del tema de las relaciones conyugales 
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y la actualidad del principio de equiparación o igualdad de los cón­
yuges, aconseja una especial referencia al mismo en sede de matrimo­
nio. Entendiéndolo así los constituyentes incluyen, en la norma dedi~ 
cada al matrimonio, expresa mención de la igualdad conyugal, que tras 
v:lrias redacciones queda así consignada: 

"El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con 
plena igualdad jurídica" (artículo 32, núm. 1). 

Esta proclamación de igualdad jurídica es esencial para la regula~ 
ción jurídica del matrimonio, como una derivación del principio de 
igualdad ante la ley a que antes nos hemos referido, y como este mismo 
principio, se encuentra contenido en el Capítulo segundo del Título 1 
regulador de los derechos y libertades. 
~o puede dejar de consignarse el progreso que implica este recono­

cimiento de la igualación jurídica de los cónyuges en nuestro orde­
namiento pues antes el Fuero de los Españoles al declarar que "la ley 
ampara por igual el derecho de todos los españoles, sin preferencia de 
(. Jases ni excepción de personas" (artículo 30.), no hacia referencia con­
uela al tema. Podía estimarse que dicha igualdad estaba comprendida 
fn la norma, pero en realidad esta norma se estimó compatible con nu­
merosas leyes que consagraban el viejo principio de desigualdad conyu~ 
gal, como ocurría para la mayor parte de lo:, actos jurídicos. Si bien 
la licencia marital fue derogada por la ley de 2 de mayo de 1975, ésta 
dejó subsistente buena parte de los efectos de la autoridad marital 
como el ejercicio "en solitario" de las funciones de la patria potestad 
privandQ a la madre de coparticipar en ellas, mientras no estuviese 
impedido el marido. 

La declaración constitucional adquiere así un rango innovador de 
nuestro ordenamiento jurídico al proclamar de fonna clara y tcmli­
nante la iguldad jurídica "plena" de los cónyuges, principio del que 
han de obtener.se numerosas consecuencias C01110 la de la patria po­
testad conjunta del padre y la madre. 

5. LA NO DISCRIMINACIÓN DE LOS HIJOS POR SU FIUACIÓN 

NI DE LAS MADRF..'i POR su ESTADO CIVIL 

El principio de igualdad de los españoles, ya recordado, implica la 
no discriminación "por raZón de nacimiento, raza, sexo, religión, opi­
nión, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social" 
(artículo 14). 

El principio general de la no discriminación por raZón de nacimien­
to recibe especial aplicación en orden a la filiación en un doble aspecto: 
la protección de los poderes públicos y los deberes de los padres. 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1979, Revista de la Facultad de Derecho de la UNAM



152 DIEGO ESP1N CANOrAS 

A) Protección de los poderes públicos 

Según el texto <:onstitucional "los poderes públicos aseguran, asimis~ 
mo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con 
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad" (ar' 
tículo 39, número 2). 

Esta norma constitucional afecta tanto a la filiación como a la ma· 
ternidad proscribiendo la disL'fiminación según tenga lugar el naci· 
miento dentro o fuera de matrimonio. La protección de los bijas por 
la ley no dependerá de su filiación, por lo que conforme a esta norma 
la calificación de hijos legitimas o ilegltimos no es admisible ya que 
implica una discriminación legal, según el nacimiento, contraría a su 
igualdad an te la ley. 

Complemento de la protección de los hijos, cualquiera que sea su 
filiación, es la declaración constitucional que posibilitará la investiga­
ción de la paternidad. La norma requiere su desarrollo por ley ordi­
naria a la que implícitamente se remiten los términos y requisitos que 
puedan exigirse para la declaración de paternidad. 

B) Asistencia de los padres a los hijos 

"Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habi­
dos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en 
los demás casos en que legalmente proceda" (articulo 39, núm. 3). 

Así como en relación con la protección que los poderes públicos han 
de dispensar a los hijos se alude a la igualdad de éstos ante la ley con 
independencia de su filiación (artículo 39, núm. 2), al imponer a los 
padres el deber de asistencia a los hijos Se alude, en cambio, "a los hi­
jos habidos dentro o fuera del matrimonio" (artículo 39, núm. 3). En 
ambos supuestos se declara la no discriminación de los hijos por razón 
de su nacimiento. 

La no discriminación de los hijos para el cumplimiento de los debe­
res de asistencia que los padres tienen para con sus hijos, comprende 
varios aspectos. La redacción dada al precepto por el Congreso, que 
no prevaleció en la aceptada por la Comisión mixta Senado·Congreso, 
enumeraba esos deberes: "alimentos, educación, instrucción y toda cIase 
de asistencia". El texto definitivo basado en la redacción del Senado 
prefiere una alusión genérica a la asistencia, al decir que los padres 
deben prestar "asistencia de todo orden", redacción que en cierto modo 
coincide con la del Congreso ya que en ésta además de la enumeración 
singularizada de los deberes de alimentos, educación e instrucción, se 
afíadía "y toda asistencia". 

El texto vigente sin entrar, acertadamente, a enumerar los deberes 
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que la paternidad impone respecto a los hijos, se limita a señalar que 
esos deoeres existen n:spcc..:lo a los hijos habidos "dentro o fuera de 
matrimonio". Esta es la ratio normativa, congruente con la inmediata­
mente anterior (artículo 39. núm. 2) ya expuesta y se encamina a evitar 
la discriminación peyorativa para los hijos habidos fuera del matri­
monio. 

6. MAYORÍA DE EDAD 

Según el Código eiv,il. conforme a la redacción dada al artículo 320 
por ley de 22 de julio de 1972. "la mayor edad empieza a los veintiún 
años cumplidos". Esta norma de aplicación general. incorporada al texto 
del Código. la mayorla de edad de los 21 años esta61ecida por la ley 
el 13 de diciembre de 1943. que rebajó la mayoría de edad del texto 
originario del Código civil fijada en los 23 años. 

El Anteproyecto de Constitución disponla que "los españoles adquie­
ren la plenitud de derechos políticos cumplidos los dieciocho años" 
(artículo 11 núm. 2. texto del Anteproyecto publicado en el Boletín 
Oficial de las Cortes el dla lo, de julio de 1978). 

En virtud de una enmienda sometida a debate en Ía sesión del día 
6 de julio de 1978' se amplió al alcance del texto del Anteproyecto, 
antes referido a los derechos políticos y ahora generalizado: 

Los espai10les son mayores de edad a los dieciocho años" (artículo 
12), 

El alcance de esta norma de carácter constitucional comprende tanto 
el Derecho público como el privado. por lo que impone la necesaria re­
forma de diversas leyes, como el Código civil, entre otros aspectos en la 
edad de dieciocho años exigida para la emancipación por concesión fa· 
miHar (artículo 318) • ya que a esa edad carece de significación la posi­
bilidad de emancipar al hijo al alcanzarse ya por la mayoría de edad la 
emancipación (artículo 314 núm. 2). 

La amplitud de la mayoría de edad constitucionalmente declarada no 
ofrece duda dados los antecedentes y el sentido de la enmienda que la 
motivó, por lo que es clara su aplicación no solo a los derechos políticos 
a los que se refería el Anteproyecto, sino también a los derechos civiles 
o de derecho privado.1 

1 El R. Det::reto-Iey de 16 de noviembre de 1978 fija la mayoría de edad "para 
todos los españoles" a los 18 años cumplidos, disposición que entró en vigor el 
mismo día de su publicación en el "BaleHn Oficial del Estado" según su dispo­
sición final, o sea el día 17 de noviembre de 1978. Al propio tiempo modificó los 
articulos 320 y concordantes del Código civil, fijando la mayoría de edad a los 18 años~ 
También rebaja a la edad de 16 años la edad para la emancipación por concesión: 
familiar (artículo 323) y judicial (artículo 168). Por otro R. D. ley de 5 de diciembre 
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7. PROTECCIÓN A LA FAMILIA 

La Constitución dedica un precepto en el Capítulo que tra.ta de los 
principios rectores de la política social y económica, a la protección de 
la familia, precepto del que ya hemos examinado los aspectos referentes 
a la protección de los hijos y de las mujeres con independencia del n'ad­
miento dentro o fuera del matrimonio. La declaración más amplia de 
sentido protector de la institución familiar es la que encabeza este pre· 
cepto: 

"Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y ju­
rídica de la familia (artículo 39, núm. 1). 

Este triple aspecto de la protección estatal a la familia cubre los cam­
pos más variados, como pueden sel' la seguridad social, complementos 
salariales por razón de familia, ayuda a la nupcialidad, viudez y orfan­
dad, etcétera, en la doble vertiente del sector privado y el público. 

Indudablemente que tan amplio campo de la acción protectora re­
quiere un desarrollo legislativo ordinario también muy extenso, Algunas 
de estas materias son. <l;ludidas en la propia Constitución como la segu­
ridad social (artículo 41), pero sin especial referencia al tema de la pnr 
tección familiar. 

Además de esta protección general a la familia, se contienen otras 
normas atinentes a diversos aspectos, en parte ya aludidos: deberes de 
los padres, educación religiosa de los hijos, protección a la intimidad 
familiar. 

A) Deberes de los padres. 

Como ya vimos se impone a los padres el deber de "prestar asistencia 
de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera de matrimonio, duran­
te su minoría de edad y en los demás casos que legalmente proceda" 
(articulo 39, núm. 3). 

Este texto antes considerado en relación con la no discriminación 
de los hijos, tiene un aspecto directamente positivo al elevar a rango de 
norma constitucional el cumplimiento por los padres de sus deberes pa~ 
ra con los hijos. La norma ofrece esa doble vertiente, la sanción cons­
titucional de los deberes de los padres y la no discriminación de lo< 
hijos en el cumplimiento de ese deber, como ya vimos. 

de 1978 se modifica la Compilación de Navarra para acomodarla al anterior D. R. l., 
Y previo acuerdo con la Diputación foral de Navarra se establece la nueva mayoría 
de edad en la ley 50: "La capacidad plena se adquiere con la mayoría de edad; al 
cumplirse los dieciocho años". Esta disposición entró en vigor en la misma fecha de 
su publicación en el n.. O. del E. el 6 de diciembre de 1978. 
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B) Educación religiosa de los hijos 

Dentro de la norma dedicada a la enseñanza y después de indicar el 
derecho de todos a la educación (artículo 27, núm. 1) y de señalar como 
objeto de ésta "el pleno desarrollo de la personalidad humana en. el res4 

peto a los· principios democráticos de convivencia y a los derechos y li­
bertades fundamentales" (artículo 27, núm. 2), se aborda el delicado te­
ma del -derecho de los padres para dirigir la educación religiosa de sus 
hijos. 

"Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres 
para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones" (artículo 27, núm. 3). 

Es importante esta norma que viene a garantizar un derecho indis­
cutible de la familia para velar por la formación religiosa y moral de 
los hijos. 

De nuevo al tratar la Constitución de la intervención de los varios 
~ectores afectados en la programación general de la enseñanza (v. ar· 
tículo 27, núm. 5), se alude a los padres en rel'ación con el control de la 
enseñanza: 

"Los profesores, los padres, y, en su caso, los alumnos, intervendrán 
en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la adminis­
tración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca" (ar­
ticulo 27, núm. 7). 

C) Intimidad familiar 

Entre los derechos fundamentales garantizados por la Constitución 
figura el de la intimidad familiar, varias veces aludida bajo diversos 
aspectos: 

"Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar 
y a la propia imagen" (artículo 18, núm. 1). 

"La ley limitará el uso de la información para garantizar el honor y 
la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio 
de sus derechos" (artículo 18, núm. 4). 

Esta importante protección del derecho al honor y a la intimidad ha 
recogido el aspecto familiar de la propia vida, para extenderla al mismo. 

8. PROTECCIÓN A LA INFANCIA 

Mención especial se hace en el texto constitucional de la protección 
a la infancia. Con carácter general y referido a los acuerdos interna­
cionales se declara: 
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"Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos interna­
cionales que velan por sus derechos" (articulo 39, núm. 4). 

También en el Título I dedicado a los derechos y deberes fundamen­
tales después de garantizar los diversos derechos fundamentales y liber­
tades públicas, entre los limites que se ponen a esas libertades se com­
prende "el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la 
protección de la juventud y de la infancia" (artículo 20, núm. 4) . 

Esta nueva manifestación de la preocupación de la Constitución por 
la formación moral de la juventud y de la infancia, es de gran impor­
tancia para el conjunto de normas protectoras de la familia y deberá 
tener su adecuado desarrollo en las propias leyes que regulen el ejerci­
cio de los derechos y libertades públicas que la Constitución garantiza. 

9. ACUERDOS DE 3 DE ENERO DE 1979 ENTIlE EL EsTADO ESPAÑOL 

y LA SANTA SEDE SOBRE ASUNTOS JUiÚDICOS 

A) Acuerdos que sustituyen al Concordato de 1953 

La firma simultánea de cuatro acuerdos que sustituyen, por deroga­
ción, al hasta entonces vigente Concordato de ?:l de agosto de 1953, 
tiene indudable reflejo en la materia constitucional a que este estudio 
se refiere. 

Los cuatro acuerdos, ue igual fecha, firmauos en la Ciudad del Va­
ticano el día 3 de enero de 1979, se refieren a las siguientes materias: 
personalidad jurídica de la Iglesia y efectos del matrimonio canónico 
en el orden civil, asuntos económicos, asistencia religiosa a las Fuerzas 
Armadas y enseñanza y asuntos culturales. 

Nos referimos tan solo al Acuerdo sobre personalidad jurídica de la 
Iglesia y otros asuntos jurídicos, que es el que regula la- eficacia civil del 
matrimonio canónico. 

En este acuerdo sobre asuntos juridicos se contiene la derogación ex­
presa de los artlculos del anterior Concordato, XXIII, XXIV, Y del Pro­
tocolo Final en relación con el artículo XXIII, normas concordatarias 
que regulaban tanto la eficacia civil del matrimonio canónico como la 
competencia de los Tribunales eclesiásticos en las causas matrimoniales. 

La derogación tendrá lugar al entrar en vigor los nuevos Acuerdos 
que según se prevé en los mismos ocurrirá "en el momento del canje 
de los instrumentos de ratificación" (Protocolo final, último párrafo). 

El acuerdo sobre asuntos jurídicos se refiere al tema del matrimonio 
en su artículo VI y en el Protocolo final; pero además de estas normas 
dedicadas al matrimonio, los artlculos VII, VIII Y Disposiciones transi­
torias contienen nonnas atinentes al mismo, aunque no de modo ex­
clusivo. 
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B) Eficacia civil del matrimonio candnico 

La norma más importante en este punto se contiene en el articulo VI 
a la que hay que alíadir la declaración contenida en el Protocolo final: 

"El Estado reconoce los efectos civiles al matrimonio celebrado se­
gún las normas del Derecho canónico. 

·'Los efectos civiles del matrimonio canónico se producen desde 'Su 
celebración. Para el pleno reconocimiento de los mismos, será necesaria 
la inscripción en el Registro civil. que se practicará con la simple pre­
sentaci6n de certificación eclesiástica de la existencia del matrimonio" 
(artículo VI. núm. 1). 

a) Eficacia civil 

La nueva norma mantiene el régimen anterior contenido en el Con­
cordato en cuanto al reconocimiento de la eficacia civil del matrimonio 
canónico desde su celebración (v. artículo XXIII del Concordato). 

La función de la inscripción del canónico en el Registro civil es si· 
rnilar en amboi documentos. En el Concordato se disponía que "para 
el reconocimiento, por parte del Estado, de los efectos civiles del ma­
trimonio canónico, será ~uficiente qUe el acta del matrimonio sea 
transcrita en el registro civil correspondiente" (Protocolo fina:!, al ar­
ticulo XXIII, A). 

En el Acuerdo de 1979 esta norma varía en alguna medida: "para 
el pleno reconocimiento de los mismos (los efectos) será necesaria la ins· 
cripción en el Registro civil. .. " (artículo VI, 1). 

Sistemáticamente parece mejor la situación de esta nOfma en el tex~ 
to del Acuerdo que en el Protocolo final como hacía el Concordato. 

La eficacia del matrimonio canónico se origina en el mismo. Esta efi· 
cacia propia, la reconoce el Acuerdo como antes el Concordato. En el 
actual Acuerdo de forma terminante se conviene que "los efectos civiles 
del matrimonio canónico se producen desde su celebración" (artículo 
VI, 1, párrafo 2). Lo mismo expresaba el Concordato, pero también aquí 
con técnica menos depurada, tan importante declaración sólo 'se recogía 
en el Protocolo final. Entendemos que es, dada su trascendencia, prefe· 
rible su actual emplazamiento como segunda norma del artículo VI, 1. 

b) Modo de practicar la inscriPción registral 

Como la hemos visto en el artículo VI, 1 se establece qUe la inscripción 
en el Registro civil "se practicará con la simple presentación de certifi· 
cación eclesiástica de la existencia del matrimonio. 
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El protocolo final, de modo más detenido, regula el modo de efec­
tuar la inscripción registral: 

"Inmediatamente de celebrado el matrimonio canónico, el sacerdote 
ante el cual se celebró entregará a los esposos la certificación eclesiástica 
con los datos exigidos para su inscripción en el Registro civil. Y, en 
todo caso, el Párroco en cuyo territorio parroquial se celebró el matri­
monio, en el plazo de cinco días, transmitirá el encargado del Registro 
que corresponda el acta del matrimonio canónico para su oportuna 
inscripción, en el supuesto de que ésta no se haya efectuado ya a instan­
cia de las partes interesadas". 

Se deduce de esta normativa una doble previsión para lograr la ins­
cripción: la entrega a los esposos, al celebrarse el matrimonio, de la cer­
tificación eclesiástica por el sacerdote ante el que se celebró, y la 
transmisión por el Párroco del territorio donde se celebró el matrimo­
nio, al encargado del Registro civil del acta de matrimonio. Este envío 
cumple una función subsidiaria para el caSO de que no se haya efectuado 
la inscripción a instancia de los interesados. 

e) La protección de los terceros de buena fe y el matrimonio no inscrito 

Como puede suceder que el matrimonio canónico no esté inscrito en 
el registro civil, o sea inscrito tardíamente, el Acuerdo reconoce que 
"corresponde al Estado regular la protección de los derechos que, en 
tanto el matrimonio no sea inscrito, se adquieran de buena fe por ter­
ceras personas" (Protocolo final, párrafo 2)_ 

La situación del matrimonio no inscrito no adquiere publicidad des­
de el punto de vista estatal, por lo que es lógico que el Estado salva­
guarde los derechos adquiridos por terceras personas durante el tiempo 
en que no se haya efectuado la inscripción. 

No se determina si existe Un plazo mínimo para efectuar la inscrip­
ción registral civil, como antes contenía el Concordato. 

Según el Concordato, en efecto, "cuando la inscripción del matrimo­
nio se solicita transcurridos los cinco días de su celebración, dicha 
inscripción no perjudicará los derechos adquiridos, legltimamente, por 
terceras personas" Proiocolo final, al artículo XXIII, A, 4)_ 

La protección antes se acordaba a las personas que, legltimarnente? 
hubiesen adquirido derechos_ El Acuerdo exige para la protección de los 
derechos adquiridos por terceras personas, la buena fe. Nos parece me­
jor, esta exigencia, desde el punto de vista de técnica jurídica y de jus­
ticia en la norma futura que regule esa protección. 
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C) Competencia eclesiástica juridiccional 

El Acuerdo también contiene normas sobre competencia eclasial en 
las causas matrimoniales. Se reconoce un ámbito de competencia a la 
Iglesia, pero más limitado que en el Concordato. 

"Los contrayentes, a tenOr de las disposiciones del Derecho canónico, 
podrán acudir a los Tribunales eclesiásticos solicitando declaración de 
nulidad o pedir decisión pontificia sobre matrimonio rato y no consu­
mado" (articulo VI, 2, parte la,). 

En comparación con el anterior Concordato, se observa una reduc­
ción del ámbito competencial de la Iglesia, pues aparte la dispensa pon­
tificia super ra{o~ solo se atribuye competencia a los Tribunales eclesiás­
ticos acerca de la nulidad del matrimonio canónico. 

En el Concordato adem;is de la nulidad y la dispensa sobre el ma­
trimonio rato, se reconocía la competencia de los Tribunales eclesiásti­
cos acerca de la sel?aración de los cónyuges y del procedimiento relativo 
al Privilegio Paulino. 

La competencia sobre las causas de separación conyugal en el matri­
monio canónico, al no ser atribuida a la Iglesia, queda obviamente 
dentro de la compétencia estatal. Es pues una modificación importante 
respecto a la situación anterior, dada su frecuencia. 

Aún dentro de la competencia que el Estado reconoce a la Iglesia 
en las causas de nulidad y dispensa de matrimonio rato no consumado, 
para el reconocimiento de la eficacia civil de estas resoluciones, el Es· 
tado tieue una intervención judicial declaratoria de que se ajustan a 
la legislación estatal. 

HA solicitud de cualquiera de las partes, dichas resoluciones eclesiás­
ticas tendrán eficacia en el orden civil si se declaran ajustadas al derecho 
del Estado en resolución dictada por el Tribunal competente" (articulo 
VI, 2, parte 2a,), 

Esta intervención de los Tribunales civiles para "coordinar la reso' 
lución caIlóni'.~a con la legislación estatal, implica un cierto control que 
deberá evitar las situaciones de posibles contradicciones entre ambas 
normativas. 
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